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Resumen

En el siguiente artículo se exponen algunos conceptos en relación con los 

derechos humanos y la justicia social, particularmente, desde el ámbito de 

la educación no formal, herramienta que consideramos fundamental para 

mitigar la exclusión social de las poblaciones originarias; palpable en la falta 

de la aplicación de los derechos indígenas, en una carencia de impartición 

de justicia, exclusión por etnia, nacionalidad y género. Se presenta un aná-

lisis jurídico, desde una perspectiva de interdependencia de los derechos 

humanos, sobre la no discriminación y el acceso a la educación, tomando 

como marco de acción el trabajo desarrollado con una comunidad maya. 

En las conclusiones, se revela que el sistema escolarizado actual expresa, 

de manera indudable, un atentado a los derechos humanos del pueblo 

indígena en Yucatán.
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Introducción

Este artículo se inscribe en la necesidad de abrir nuevas re�exiones 
sobre la poca o nula aplicación de los derechos humanos educativos 
en poblaciones de origen étnico, por parte de las autoridades buro-
cráticas mexicanas y la sociedad civil. Se recuperan algunas perspec-
tivas teóricas para realizar el análisis de los derechos humanos, desde 
una noción holística, alejándonos del estudio clásico de la norma, 
para dar parte a las prácticas y representaciones en torno al discurso 
educativo; para ello, se postula el método antropológico-jurídico, 
como subdisciplina que busca desentrañar en las prácticas sociales el 
cumplimiento de la norma, esto es, el derecho humano a la educación.

Es indispensable entender estos derechos fundamentales de los 
seres humanos, así como su in�uencia en los estados y los pueblos 
mayas, que han sido un grupo social históricamente excluido en as-
pectos como el político, el social y el económico, en su relación con los 
aspectos legales a la educación. Con base en esto, hemos abordado 
la educación implícita en la dinámica de un contexto comunitario 
cercano al área de in�uencia de la zona metropolitana. Hablamos 
de un pueblo originario del municipio de Acanceh, en el estado de 
Yucatán, al cual se puede acceder por vía terrestre. Por sus niveles 
de pobreza, las instancias de gobierno responsables de la salud y el 
desarrollo social han implementado varios programas y proyectos 
para mejorar las condiciones -caminos e infraestructura para la co-
munidad- con ín�mos resultados pues la condición de marginación 
persiste. A lo largo de dos años de acompañamiento junto con un 
equipo amplio de investigación, desarrollamos iniciativas que nos 
han permitido generar formas interculturales apropiadas de relación 
educativa, las cuales aún se encuentran en construcción.

El método antropológico-jurídico tiene la �nalidad de aden-
trarnos en las prácticas sociales y observar qué tanto la aplicación 
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efectiva de los derechos humanos se asume en consecuencia de su 
vulnerabilidad como población móvil. En torno a las conclusiones 
y resultados, se considera que el derecho humano a la educación 
surge en una coyuntura de diversos matices que tienen relación 
con los diversos problemas sociales y económicos que atraviesan la 
humanidad. 

Derechos humanos y justicia social

En primer lugar, es de gran relevancia no olvidar que los derechos 
humanos, según establece la Constitución Política Mexicana en su 
artículo 1, no hacen excepción a ninguna nacionalidad, tampoco 
son limitativas a ciudadanos mexicanos, ya que el citado artículo 
se re�ere a cualquier ser humano que ingrese en territorio nacio-
nal. El Estado mexicano está obligado, internacionalmente, a la 
protección y respeto de los derechos humanos, en primer lugar 
por el “principio pro persona”, y fundamento per se para cualquier 
Estado en el mundo se re�ere a la defensa y protección de los 
derechos humanos inherentes al ser; en segundo lugar, México 
es integrante de diversas disposiciones internacionales protecto-
ras de estos. En este tenor, se dice que la grandeza de la reforma 
constitucional mexicana en materia de derechos humanos alude al 
hecho de que el eje transversal de la política pública es el debido 
respeto y protección a los derechos humanos de toda persona 
independientemente de su condición.

Los derechos humanos son aquellas prerrogativas y facultades 
que reconocen los Estados para la protección de los derechos funda-
mentales de cualquier persona, independientemente de su origen 
étnico, nacionalidad, género, etcétera. Son inherentes, inalienables e 
imprescriptibles al ser. Para Norberto Bobbio (1988), los derechos hu-
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manos se dan como respuestas a formas de opresión y de deshuma-
nización, que hoy son provocadas por el vertiginoso crecimiento del 
poder manipulador del hombre sobre sí mismo y sobre la naturaleza.

Los derechos humanos surgen en la construcción moderna a 
partir de la �nalización de la segunda guerra mundial, en la cual, 
los países triunfadores crean la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, fundamentada primordialmente en dos visiones: la liberal, 
que pelea por la no intromisión del Estado en la vida de las personas, 
garantizador de los bienes, la seguridad y la propiedad privada; y, la 
social, que propone los derechos colectivos, como el trabajo, la salud, 
educación, función que el Estado debe realizar para garantizarlos.

En este análisis, la construcción del marco normativo inicial, en 
materia de derechos humanos, dejó de lado otro tipo de visiones y 
prácticas que no fueran las occidentales. En este sentido, los derechos 
humanos son un proceso inacabado por dos factores; uno, porque 
están en proceso de transformación, de acuerdo a las coyunturas 
actuales que presentan nuevos retos; y dos, los derechos humanos 
son incompletos, en relación a que no están contenidas todas las 
realidades culturales, con ello se excluye y segrega a grupos vul-
nerables. Dicho de otra manera, existe una serie de componentes 
culturales que no están plasmados en la aplicación y ejecución de los 
derechos humanos, entre ellos, el pertenecer a un grupo indígena, 
entender las diferencias económicas, las prácticas originarias, los 
usos y costumbres. 

Otro componente que no integra diversas realidades y miradas 
del mundo es el político, en que el Estado toma la decisión de delegar 
sus funciones, como desarrollador social, a entidades privadas, a partir 
del esquema económico imperante en el mundo: “el neoliberal”. En 
otras palabras, la mirada neoliberal estrati�ca y valoriza a los seres 
humanos acorde a sus posiciones sociales y económicas, lo que se 
traduce, para algunos, en trabajos de mala calidad, servicios de salud 
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y educativos de�cientes, y una gran población desechable para los 
�nes estatales. 

En la identi�cación de los derechos tenemos que entenderlos a 
partir de procesos de lucha y reivindicaciones de los pueblos. Parece 
válido señalar que hay que recurrir a la historia de los movimientos 
sociales, como el feminista, de pueblos indígenas o de grupos por el 
cuidado de recursos naturales, para ubicar el lado humano de ellos, 
y no verlos como simple construcción teórico clásica que se ha siste-
matizado. Herrera, relaciona los derechos con los procesos de disputa 
popular, a partir de las especi�cidades de cada contexto cultural e 
histórico “los derechos humanos son el resultado de luchas sociales 
y colectivas que tienden a la construcción de espacios sociales, eco-
nómicos, políticos y jurídicos que permitan el empoderamiento de 
todas y todos para poder luchar plural y diferenciadamente por una 
vida digna de ser vivida” (2007). 

Es una necesidad ineludible adoptar una visión de interdepen-
dencia y progresividad entre las diferentes clasi�caciones de dere-
chos humanos. Pareciera que la tendencia actual es el recorte de 
derechos a partir de las lógicas metalizadas de la competitividad. El 
núcleo de derechos nunca puede limitarse, se pone el ejemplo de la 
restricción del derecho al trabajo, se limita por ende el derecho a la 
salud, educación, vida digna y demás.

De este modo, al analizar e investigar sobre los derechos humanos 
en determinado espacio geográ�co se toma como eje los principios 
que subyacen en cuanto a su regulación y aplicación. Se parte de 
un examen integral y multidimensional, dicho de otro modo, aten-
diendo los diferentes factores que se relacionan con su formación 
y aplicación. Se aborda respecto a de�ciencias, por ello se recupera 
el estudio que propone Herrera (2007), a partir de las categorías de 
espacio/acción, pluralidad/tiempo, que exigen una metodología 
holística y, sobre todo, relacional: cada interpretación y cada práctica 
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social tendrá que ver con los derechos, que no debe considerarse 
el resultado casual o accidental del trabajo de individuos o grupos 
aislados, sino formando parte de un proceso amplio de relaciones 
sociales, políticas, teóricas y productivas.

Para conocer los elementos integrantes y tipologías de los de-
rechos humanos, es indispensable entender las obligaciones de los 
Estados signatarios como el mexicano, en este sentido, es importante 
referirnos a las fuentes de los mismos.

Las fuentes de los derechos humanos en México son la Constitu-
ción, tratados internacionales, jurisprudencia y normas secundarias; 
estas, por sí solas, no garantizan el respeto de ellos, más bien, nos 
dan las bases para exigir el bien jurídico tutelado. Entre los principios 
jurídicos más relevantes de los derechos humanos, encontramos 
el control de la convencionalidad, la cual, está entendida como la 
facultad que tiene la autoridad de dejar de aplicar una norma que 
los contradiga y el principio pro persona, el cual, se re�ere a que las 
autoridades en todo momento aplicarán las leyes en pro de la defensa 
de los derechos humanos. 

Esos derechos humanos se entienden vigentes en todo el terri-
torio de los Estados Unidos Mexicanos así como en el mar territorial 
y el espacio ubicado sobre ambos; asimismo, en aquellos vehículos 
y o�cinas consulares en los que el Estado tiene autoridad. El 10 de 
junio del 2011 el artículo primero se adicionó, señalando que: 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretaran de conformidad con 

esta Constitución y con los Tratados Internacionales de la materia favoreciendo en 

todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 

con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresi-

vidad. En consecuencia el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar 
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las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley 

(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2013).

Es claro que con las reformas del 2011 la Constitución está ga-
rantizando, de forma amplia y sin distinción alguna, la calidad de 
humanos de las personas, buscando protegerlas con las máximas 
garantías independientemente de su nacionalidad, grupo étnico, 
género, edad, discapacidad, condición social, condición de salud, 
religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra 
clasi�cación que pudiera utilizarse para atentar contra la dignidad 
humana o tenga por objeto menoscabar los derechos y libertades de 
las personas. Este escrito hay que interpretarlo de forma amplia, con 
la aplicación de los principios fundamentales pro persona y control 
de la convencionalidad, no pensando en que todos somos iguales 
sino que todos somos diferentes, y por ende, podamos acceder a 
estos derechos. En este sentido, el derecho a la no discriminación es 
el “caballo de batalla”. 

En el capítulo primero de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, de los Derechos Humanos y sus garantías, se 
estipula que el Estado mexicano debe proteger a todo ser humano 
independiente de su nacionalidad, origen étnico, sexo, o preferencia 
sexual, ya que en México todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y los Tratados Internacio-
nales que México sea parte. De igual forma, dispone que las normas 
relativas a los derechos humanos se interpreten de manera que favo-
rezcan en todo tiempo a las personas dando la protección más amplia.  

En el artículo segundo constitucional, relativo a la protección de 
la libre determinación de los pueblos originarios, usos y costumbres, 
se establece:
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La obligación de la Federación, Estado y municipios, para garantizar e incrementar 

los niveles de escolaridad, favoreciendo la educación bilingüe e intercultural, la 

alfabetización, la conclusión de la educación básica, la capacitación productiva y 

la educación media superior y superior; establecer un sistema de becas para los 

estudiantes indígenas en todos los niveles; de�nir y desarrollar programas educa-

tivos de contenido regional que reconozcan la herencia cultural de sus pueblos, de 

acuerdo con las leyes de la materia y en consulta con las comunidades indígenas; 

impulsar el respeto y conocimiento de las diversas culturas existentes en la nación 

(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2015).

Por su parte, el artículo tercero, estipula que: 

Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado–Federación, Estados, 

Distrito Federal y Municipios–, impartirá educación preescolar, primaria, secundaria 

y media superior. La educación preescolar, primaria y secundaria, conforman la 

educación básica; ésta y la media superior serán obligatorias.

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente todas 

las facultades del ser humano y fomentará, en él, a la vez, el amor a la Patria, el 

respeto a los derechos humanos y la conciencia de la solidaridad internacional, en 

la independencia y en la justicia.

El Estado, garantizará la calidad en la educación obligatoria de manera que los 

materiales y métodos educativos, la organización escolar, la infraestructura edu-

cativa y la idoneidad de los docentes y los directivos garanticen el máximo logro 

de aprendizaje de los educandos (Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 2015).

En relación a los Tratados Internacionales, signados y rati�cados por 
el Estado Mexicano, la convención sobre la protección y promoción 
de la diversidad de las expresiones culturales 2005, UNESCO, señala:
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La diversidad cultural crea un mundo rico y variado que acrecienta la gama de 

posibilidades y nutre las capacidades y los valores humanos, y constituye, uno de 

los principales motores del desarrollo sostenible de las comunidades, los pueblos 

y las naciones, recordando diversidad lingüística es un elemento fundamental 

de la diversidad cultural, y rea�rmando el papel fundamental que desempeña la 

educación en la protección y promoción de las expresiones culturales.

Asimismo, el pacto internacional de derechos económicos, sociales y 
culturales convención sobre orientación paci�ca de la enseñanza 1999, 
destaca:

La educación es un derecho humano intrínseco y un medio indispensable de realizar, 

junto con otros derechos humanos, como derecho del ámbito de la autonomía de 

la persona, la educación es el principal medio que permite, a adultos y menores 

marginados, salir  económica y socialmente de la pobreza, y participar plenamente 

en sus comunidades. 

 La educación, desempeña un papel decisivo en la emancipación de la mujer, la 

protección de los niños contra la explotación laboral, el trabajo peligroso y la explo-

tación sexual, la promoción de los derechos humanos y la democracia, la protección 

del medio ambiente y el control del crecimiento demográ�co. Está cada vez más 

aceptada la idea de que la educación es una de las mejores inversiones �nancieras 

que los Estados pueden hacer, pero su importancia no es únicamente práctica pues 

dispone de una mente instruida, inteligente y activa, con libertad y amplitud de 

pensamiento, es uno de los placeres y recompensas de la existencia humana.

 Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, 

de género, edad, discapacidades, condición social, condiciones de salud, religión, 

opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra que atente contra la 

dignidad humana, y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades 

de las personas. Así como resguardar cada uno de los derechos fundamentales y 

en caso de quebrantamiento está obligado a aplicar todos los recursos necesarios 

para detener cualquier tipo de violaciones. 
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El método antropológico jurídico

Para poder contextualizar la aplicación al derecho humano a la edu-
cación de poblaciones originarias, no basta con el análisis en concreto 
de la norma, para ello se requiere acudir a las prácticas y experiencias 
de las comunidades, es decir al uso de la antropología-jurídica a esta 
perspectiva nos señala Fariñas (2006), que no pretende suplantar ni 
desvalorizar ninguna otra perspectiva de análisis de los mismos, sino 
sumarse a las ya tradicionales perspectivas �losó�cas, éticas, históri-
cas, teóricas y jurídicas, ya que no se debe olvidar que los derechos 
humanos constituyen una realidad pluridimensional. No es posible 
tratar de resolver problemas especí�cos, por ejemplo la discrimina-
ción, maltrato, humillaciones, el crecimiento económico deshuma-
nizado, la falta de equidad, de justicia, sin considerar la emergencia 
del enfoque integral y desde una perspectiva interdisciplinaria

La dimensión antropológica-jurídica, nos otorga el fundamen-
to ideal para comprender los procesos, cambios y continuidades 
que diversas sociedades han experimentado en los temas sociales, 
económicos y antropocéntricos, relacionados con la interpretación, 
práctica y protección a los derechos humanos.

Iturralde (2008) evidencia cómo en años recientes esta ciencia se 
está empleando para estudiar algunos problemas que se plantean en 
la relación entre comunidades sociales especí�cas, con la aplicación 
y cumplimiento de las disposiciones jurídicas, por la administración 
pública, por ejemplo el orden social y jurídico. En la práctica, estas 
relaciones implican un uso combinado de la ley y las costumbres lo-
cales, del acceso a los sistemas formales de administración de justicia 
y a las formas tradicionales de conciliación, de aplicación de normas 
reglamentarias de carácter obligatorio, por ejemplo, la Carta Magna.

Este tipo de cuestión se encuentra relacionado actualmente con 
las posibilidades de asegurar acceso a la justicia a todos los secto-
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res sociales, y de la equidad en la aplicación y cumplimiento de los 
preceptos legales. Debido a las transformaciones aceleradas que 
experimenta el orden global, la Antropología Jurídica demanda el 
desarrollo de una nueva normatividad, más adecuada para la plura-
lidad social, cultural y respeto a los derechos humanos.

La Antropología Jurídica tiene la necesidad de comprender tanto 
la naturaleza del derecho como de la sociedad. En este sentido, no 
es posible entender la ciencia jurídica sin la intervención del estudio 
de la antropología, es decir, el derecho como ciencia que estudia 
las normas tiene el objetivo de servir al hombre. Metodológica-
mente, esta ciencia se utiliza confrontando la norma (Constitución 
Política Mexicana, Tratados Internacionales, Convenciones en que 
el Estado mexicano es parte) y la aplicación de la misma, ya sea por 
las autoridades, ya sea por la sociedad. Rachel Sieder (2010) en su 
capítulo de libro denominado “La antropología frente a los derechos 
humanos y los derechos indígenas”, nos señala cómo los estudios de 
antropología legal analizan los principios de las normas y políticas 
internacionales y se interrelacionan con las prácticas locales en un 
contexto determinado. 

Por lo anterior, para estudiar los derechos humanos no se puede 
limitar el estudio al conjunto de dogmas jurídicos, hay que ir más allá 
tal como propone Cárdenas (2007) con la doctrina neoconstitucio-
nalista, en el que la Carta Magna es el eje de principios protectores 
de derechos humanos como igualdad, justicia, salud, educación, 
vivienda. Estos principios son las bases sobre las que subyacen las 
instituciones y prácticas sociales para la aplicación y cumplimiento.

Por su parte, Silvia Schmelkes, en su artículo “Interculturalidad, 
democracia y formación valoral en México” (2009), señala que a pesar 
de las normas constitucionales que reconocen la pluriculturalidad 
nacional y el discurso político, México se distingue por ser un país 
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racista, que excluye y segrega a los grupos minoritarios como los de 
origen étnico, por la cultura dominante mestiza. En el marco de este 
esquema, se basan en conceptos relativos como el de que las culturas 
indígenas son inferiores, los mestizos son personas más capaces, y 
por tanto, la cultura mestiza es superior. 

El derecho a la educación en los pueblos originarios

México tiene una población indígena que alcanza los 6.6 millones con 
62 grupos étnicos entre los que se encuentran 11 familias lingüísticas, 
68 agrupaciones lingüísticas que hablan 364 variantes de las distintas 
lenguas (Instituto Nacional de Lenguas Indígenas [INALI], 2008). Este 
es el marco referencial que delimita a la población maya a la cual nos 
referimos. A este respecto coincidimos con Mijangos (2012) en que 
no es un descubrimiento reciente que la educación para la comuni-
dad maya al igual que la de otros grupos indígenas de nuestro país 
representa un ejemplo ideal de los efectos de una discriminación 
constante. El tópico de la discriminación ha abarcado a lo largo de 
los años diversas declaraciones y convenciones enfocadas a reducir 
la brecha en materia del derecho a una educación de calidad. En 
particular en educación, la Convención relativa a la Lucha contra las 
Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza realizada por la Unesco, 
sentó las bases al declarar en su artículo primero que:

Existe discriminación cuando determinadas personas o grupos tienen limitado acce-

so a cualquier tipo y nivel educativo, cuando reciben una educación con estándares 

inferiores de calidad, cuando se establecen sistemas educativos o instituciones 

segregacionistas para ciertos grupos, o cuando determinadas personas o grupos 

reciben un trato incompatible con la dignidad humana (1960).
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Esta condición encuentra re�ejo en los datos proporcionados en el 
año 2012 por el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 
(INEE) el cual reportó que a pesar de que en la última década se re-
gistraron avances importantes en términos de equidad en el acceso 
a la educación obligatoria, la inasistencia a estos niveles escolares 
continúa siendo más aguda para la población vulnerable, especial-
mente para los niños en hogares pobres, indígenas, que viven en 
localidades aisladas o cuyos padres cuentan con poca escolaridad. 
En el caso de Yucatán, esta marginación está asociada a un alto 
índice de rezago educativo que alcanza a 50.7% de la población 
indígena de acuerdo con datos presentados en 2009 por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía [INEGI]. Esto nos demuestra que 
el neoliberalismo no ha sido más que un modelo social disfrazado 
de buenas intenciones cuyo mayor éxito social radicó en acrecentar 
la polarización y la marginalidad creciente de sectores cada vez más 
amplios de la población (Gentili, 2004).

La investigación relacionada con esta problemática social nos 
permite apreciar que la exclusión a la que aludimos no ha sido solo 
alegórica. En la actualidad, por lo común, ser indígena en Latinoa-
mérica equivale a estar situado en estratos sociales inferiores y ser 
relegado a las zonas con mayor pobreza y rezago, incluido el educa-
tivo. Por ello, “ser indígena a menudo se considera sinónimo de ser 
pobre” (Arizmendi, 2013). La gravedad de la situación es tal que ahora 
se considera a la pobreza indígena como indicador de violación de 
los derechos humanos fundamentales (Robles-Zavala, 2010). 

Por lo general, los informes nacionales señalan que las áreas 
de mayor analfabetismo coinciden también con aquellas de mayor 
concentración de población indígena (Consejo Nacional de Evalua-
ción de la Política de Desarrollo Social [CONEVAL], 2012). Son estas 
mismas zonas las que por lo general se caracterizan por altos índices 
de repetición y de deserción escolar (INEE, 2012). En aquellas zonas 
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donde el canal de socialización, de transmisión de valores sociales y 
comunitarios mayormente utilizado es una lengua indígena, y donde 
la escuela ignora esta situación, los educandos son expulsados del 
sistema educativo formal a temprana edad ante la di�cultad para 
comunicarse de forma adecuada y para asimilar los conocimientos 
que ahí se transmiten (López, 2001).

A propósito de este fenómeno de las sociedades capitalistas 
contemporáneas, han surgido varias voces que reclaman que para 
superar el rezago educativo en el medio indígena es necesario que 
se consideren las diferencias culturales de los pueblos (Muñoz-Cruz, 
2001; Bastiani, Ruiz-Montoya, Cruz, Lugo y Aparicio, 2012; Stavenha-
gen, 2013). Y es que si recordamos lo propuesto por la Unesco en el 
documento “Proyecto de plan de acción integrado sobre la educación 
para la paz, los derechos humanos y la democracia”, la educación:

Debe desarrollar la capacidad de reconocer y aceptar los valores que existen en 

la diversidad de los individuos, los sexos, los pueblos y las culturas, y desarrollar la 

capacidad de comunicar, compartir y cooperar con los demás. Los ciudadanos de 

una sociedad pluralista y de un mundo multicultural deben ser capaces de admitir 

que su interpretación de las situaciones y de los problemas se desprende de su 

propia vida, de la historia de su sociedad y de sus tradiciones culturales (19946). 

Una propuesta es que un país con diversidad cultural, como el mexica-
no, requiere transitar hacia la interculturalidad, ésta entendida como 
la interacción entre grupos y personas que pertenecen a culturas 
distintas. El interculturalismo cali�ca estas relaciones. Supone que las 
relaciones interculturales deben basarse en el respeto, darse desde 
posiciones de igualdad, para resultar mutuamente enriquecedoras. 
Esto implica que uno acepta que el otro es diferente y tiene derecho 
a su diferencia. También �gura aceptar que todas las culturas, así 
como todas las personas son, al menos a priori, igualmente dignas 
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y valiosas. El interculturalismo no admite asimetrías de ningún tipo 
–económicas, políticas, sociales o culturales (Schmelkes, 2009).

Strickland (2012), argumenta que “los excluidos” representan a la 
mayoría de la población mundial, y pugna por la conciencia crítica 
de los grupos de víctimas de la globalización neoliberal, como el 
elemento necesario para que el “otro mundo” se transforme, desde 
una posibilidad a la realidad.

El racismo es otro ámbito de exclusión que opera con frecuencia 
en el sur de México acorde con diversos estudios, como los de Gall 
(2004) y Schmelkes (2009), históricamente en nuestro país los indíge-
nas son observados como ignorantes, feos y poco valorados, lo que 
nos obliga a inferir desprecios para los grupos étnicos que tienden 
a desplazarse y que en muchas ocasiones no hablan el castellano. 
Gall (2004) señala cómo en México acabar con el racismo es sinóni-
mo de denunciar sin descanso la violencia de la eliminación, vía el 
asimilacionismo, el segregacionismo o la apropiación del cuerpo y 
de la vida de los indígenas.

Siguiendo este orden de ideas, considerando que cada cultura 
tiene una dignidad y un valor que han de ser conservados y respeta-
dos, promover una educación intercultural que respete y comprenda 
la diversidad dentro de un marco de igualdad se hace necesario para 
hablar de justicia social en educación (Jiménez, 2011). 

En este bosquejo, el tema se torna complejo cuando hablamos 
del derecho a la educación en comunidades históricamente excluidas, 
como las poblaciones mayas de Yucatán. Es incuestionable que las 
normas constitucionales son protectoras de las personas, garanti-
zan los derechos humanos; no obstante, las autoridades y grupos 
sociales siguen menospreciando la forma de entender la educación, 
no respetando las disposiciones contenidas en el artículo cuarto 
constitucional. Entonces surge la interrogante ¿qué es lo que está 
fallando cuando hablamos de la aplicación de leyes relativas a la 
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educación? Una respuesta que encontramos plausible es el hecho 
de que la educación, en su modalidad escolarizada, aunada a una 
interpretación instrumentalista de la noción de interculturalidad, 
constituye verdaderas barreras para que los pueblos originarios 
tengan acceso a una vida buena, con los aspectos jurídicos y legales 
que esto conlleve. 

Educación no formal como espacio de justicia social

En los modelos económicos contemporáneos, el cruce entre edu-
cación y desigualdad social está claramente de�nido por los alcan-
ces de la educación universal como a�rma Giddens al respecto “la 
educación tiende a expresar y rea�rmar desigualdades existentes 
en mucha mayor medida de lo que contribuye a cambiarlas” (1997).

En este nuevo escenario es inevitable esperar grandes cambios 
en las condiciones en que se desarrollan las prácticas educativas. 
En principio, el lugar desde el cual las familias deben crear las con-
diciones para que sus niños puedan asistir a la escuela es otro. Los 
sectores más pobres y los excluidos ven amenazadas las posibilidades 
de sostener la escolaridad de sus hijos, no sólo por la carencia de re-
cursos materiales, sino también porque operan con obstáculos como 
el contexto, el clima comunitario y la degradación social asociada a 
la marginalidad y la exclusión (Sen, 1999). La realidad de los pueblos 
indígenas se encuentra intrínsecamente asociada a las condiciones 
que acarrean dicha situación de pobreza extrema y, por ende, requiere 
el uso de la educación como un derecho social y como acceso a un 
estado de bienestar que corresponde a cada individuo de este país. 
La educación escolarizada no ha podido cumplir con esta tarea por 
lo que una opción, existente mucho antes de la creación de la insti-
tución escolar, es la educación no formal.
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El término educación no formal, planteado por Coombs (1968), 
surge un poco antes de que la escuela fuese fuertemente cuestionada 
desde la teoría crítica por los pobres resultados que presentaba (Illich, 
1975; Reimer, 1973). Se le de�nió como “toda actividad educativa 
sistemática, organizada, ejercida fuera del marco del sistema formal 
para proporcionar determinados tipos de aprendizaje a subgrupos 
particulares de la población, tanto adultos como niños” (Coombs y 
Ahmed, 1974).

Más tarde Cremin (1976) reconocía a la educación no formal, 
como una modalidad educativa válida porque:

...si la educación es un esfuerzo sostenido, intencional y sistemático para transmitir, 

evocar o adquirir conocimientos, actitudes, valores o habilidades, así como los 

resultados de este esfuerzo; entonces es claro que la educación de niños, jóvenes y 

adultos tiene y ha tenido lugar en muchos espacios y a través de diversas actividades. 

Las escuelas, por tanto, no son la única ni la más potente institución para educar (27).

En esta línea de pensamiento, queda de relieve que la educación no 
formal representa el ámbito ideal para producir, de primera instancia, 
una transformación social. Los teóricos de la pedagogía de la repro-
ducción (Bourdieu y Passeron, 2005) señalan que:

En una formación social determinada, la arbitrariedad cultural que las relaciones de 

fuerza entre las clases o los grupos constitutivos de esta formación social colocan 

en posición dominante en el sistema de arbitrariedades culturales aquella que 

expresa más completamente, aunque casi siempre de forma mediata, los intereses 

objetivos (materiales y simbólicos) de los grupos o clases dominantes.

Ante este oscuro panorama, la educación no formal puede asu-
mirse, quizás, como “vía de escape a situaciones de reproducción 
social que lleven al mantenimiento de la explotación del hombre 
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por el hombre y a una sociedad plenamente clasista, masi�cante 
y consumista donde el sistema formal está al servicio del status 
quo” (Marenales, 1996). Es, como lo expresaba Jacques Delors, 
“una vía, ciertamente entre otras, pero más que otras, al servicio 
de un desarrollo humano más armonioso, más genuino, para ha-
cer retroceder la pobreza, la exclusión, las incomprensiones, las 
opresiones, las guerras” (Delors, 1996). 

La comunidad de estudio

Un ejemplo de los alcances de la educación no formal como espa-
cio de justicia social es lo que venimos trabajando en una comu-
nidad indígena maya de Yucatán. Las actividades se desarrollaron 
en la que fuera zona henequenera del estado, estas  muestran 
un importante fenómeno de erosión de la biodiversidad vegetal 
y faunística, tanto doméstica como silvestre, y junto a esto una 
pérdida de importante patrimonio cultural asociado con dicha 
riqueza natural. 

A partir de la década de los ochentas la comunidad pasó de ser 
una zona rural cuya actividad preponderante era el cultivo del he-
nequén y la agricultura de subsistencia, a una localidad cuya pobla-
ción económicamente activa presenta un fenómeno de migración 
pendular a la capital del estado para desempeñar labores de trabajo 
doméstico y o�cios varios. La población en edad escolar presenta las 
características típicas de comunidades rurales en las que la educación 
básica adolece de desfases y condiciones que impiden que la misma 
cumpla con los criterios de calidad, equidad y pertinencia que se 
plantean en el Acuerdo 592 por el que se establece la articulación de 
la educación básica (SEP, 2011). De acuerdo con los datos del Censo 
de Población y Vivienda del INEGI (2010), el índice de analfabetismo 
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en la población es de 11.46% (6.63% en los hombres y 16.3% en las 
mujeres), que resulta muy superior frente al 6.9% nacional e inclu-
so está arriba del promedio estatal que es de 9.2%. En el aspecto 
relacionado con la escolaridad, la localidad presenta una media de 
5.73 grados (6.22 en hombres y 5.23 en mujeres), lo cual indica que 
el promedio de los integrantes de la comunidad no tienen primaria 
completa. Estas cifras, al igual que las relativas a los resultados nacio-
nales y por entidad, demuestran también que la situación de rezago 
y analfabetismo es mayor para las mujeres. 

A partir del año 2012 comenzamos la construcción de un centro 
comunitario enfocado en promover actividades fuera del sistema 
formal de enseñanza que estuvieran apegadas a los saberes y cono-
cimientos propios de la cultura maya y que permitiera el involucra-
miento de la comunidad, en un espacio cercano y de acceso libre, en 
el cual, puedan enseñar y aprender de acuerdo con sus necesidades 
más acuciantes. Al día de hoy, incluye: un salón de usos múltiples, in-
fraestructura de riego y un jardín de especies arbóreas y otras plantas 
comestibles, maderables, melíferas, medicinales y ornamentales. En 
dicho centro se han puesto en función diversas iniciativas que van 
desde el funcionamiento de un grupo de preparatoria abierta que 
atiende a varios adultos de la localidad, hasta las visitas de niños y 
niñas de educación básica para conocer las plantas e infraestructura 
del jardín, pasando por la impartición de talleres de manualidades, 
repostería, idioma maya y actividades de apoyo a los estudiantes de la 
secundaria local. Adicionalmente, tanto dentro como fuera del centro 
comunitario, se han hecho actividades como la presentación de fun-
ciones de cine, ceremonias agrícolas tradicionales, torneos de fútbol, 
un rally, y diferentes investigaciones aplicadas y de tesis respecto de 
las condiciones y posibilidades educativas que se presentan tanto en 
las escuelas como en otros ámbitos de la comunidad.
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A lo largo de tres años de acompañamiento y aprendizaje estas 
acciones alternativas nos han permitido obtener un panorama de 
los obstáculos y di�cultades que enfrenta la comunidad indígena y 
es a través de esta mirada que podemos apreciar situaciones re�ejo 
de inequidad, exclusión y desigualdad social. Y es también, gracias a 
este trabajo, que hemos podido generar un espacio socialmente justo 
que permite el desarrollo real, y no desde la perspectiva neoliberal, 
de niños, jóvenes y adultos de la comunidad al valorar y priorizar su 
cosmovisión y condiciones de vida como guía de cada uno de los 
proyectos emprendidos.

Conclusiones

La protección de los derechos humanos en materia educativa de las 
poblaciones originarias consagrados en la Constitución Política, trata-
dos internacionales y convenciones �rmadas por el Estado mexicano, 
no han sido abordados desde un marco coordinado por las distintas 
dependencias y niveles del gobierno. El objetivo de una norma es el 
de su e�cacia, su ignorancia no es pretexto de su incumplimiento lo 
cual, pareciera, es recurrente en las disposiciones jurídicas en nues-
tro país. Por último, la corrupción impide el cumplimiento de esta 
normativa lo que también se re�eja en la ine�ciencia burocrática 
o hiper-burocratización. Asimismo, de la discrecionalidad que se le 
con�ere a la autoridad para su aplicación o interpretación. 

Partiendo de la postura antropológica-jurídica, necesitamos en-
tender los derechos humanos lejos del discurso clásico y dogmático, 
en el que parece que sólo por estar plasmados se tornan efectivos. 
Tenemos que comprender que vivimos en un mundo diverso cultural-
mente, que el que está al lado nuestro no necesariamente comparte 
la misma visión de la vida y tratar de comprender en la medida de lo 
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posible, que los derechos humanos son una herramienta crucial para 
eliminar los ámbitos de exclusión que viven los grupos marginados.

La educación es un derecho humano fundamental, que habilita a 
la vez al ejercicio de los demás derechos humanos. Para quienes con-
cebimos a la educación como el auténtico instrumento de liberación 
del ser humano, antológicamente hablando, construir y cimentar la 
Educación no Formal como el ADN de toda Ley de Educación puede 
ser un camino, una tarea y un desafío. Se ha hecho una apuesta fuerte 
a esta modalidad educativa para que su conocimiento y puesta en 
marcha anime a pensar los cambios que la educación necesita, con 
una re�exión informada. A la vez, planteamos un énfasis especial 
en la necesidad de desarrollar medios educativos diferentes a los 
convencionalmente escolares. 

En síntesis, siguiendo a Morales (2009) se concibe a la educación 
como una práctica social fundamental para el desarrollo del país y 
el desarrollo integral de las personas, es decir, “para la formación de 
seres libres, críticos, como sustento de un país socialmente integrado 
y productivo que genere las condiciones de un desarrollo sustenta-
ble con equidad, para mejorar la calidad de vida de todos los seres 
humanos”. Para el logro de este propósito, debemos pensar en una 
educación para las comunidades mayas de Yucatán que sea justa, 
ética y que posibilite el desarrollo humano en los términos que la 
Carta Magna propugna. 
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